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RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL POR ACTIVIDAD PELIGROSA / MUERTE POR ELECTROCUCIÓN – Culpa por omisión- Responsabilidad de la  empresa de servicio de energía demandada por omitir el cumplimiento de su deber de vigilancia para que  las redes de conducción de energía guardaran las distancias de seguridad en zonas de construcción.
TESIS: Ahora, de cara a la Resolución No 18 0466 del 2 de abril de 2007 del Ministerio de Minas y Energía por la cual se modifica el RETIE contenido en el anexo general  de la Resolución 18 0398 del 7 de abril de 2004, que a su vez fue reformado y aclarado por Resoluciones 18 0498 del 27 de abril y 18 1419 del 1 de noviembre, ambos  de 2005, se extrae que del techo a la línea de cable de  conducción de energía debe haber una distancia mínima de 3,80 metros, de donde es palmario que  en el caso objeto de examen no se cumplió con ese límite habida cuenta que la distancia no superaba los dos metros, en consecuencia,  la empresa de servicio de energía demandada como operador de la red en el sitio del accidente omitió el cumplimiento de su deber de vigilancia para que  las redes de conducción de energía guardaran las distancias de seguridad en zonas de construcción, particularmente, en el sector donde se encuentra la casa a que alude la demanda, dejando de ver la magnitud de la peligrosidad de la electricidad, razón por la que su actividad se califica como altamente peligrosa, en consecuencia, era su obligación aminorar los riesgos  en la producción, conducción y manejo de la energía, no obstante, si a pesar de su conducta reprochable demuestra que  la generación del daño se produjo por causa que no le es imputable, debe exonerarse de responsabilidad.

CAUSA EXTRAÑA COMO EXIMENTE DE CULPA- No se demostró  / PERJUICIO POR LUCRO CESANTE- La demandante no demostró el perjuicio causado a su  patrimonio económico  / PERJUICIO MORAL- Criterios para la  valoración del quantum.
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I. OBJETO A DECIDIR

Se resuelve el recurso de apelación interpuesto por ambas partes contra la sentencia calendada 29 de agosto de 2012, pronunciada por el Juzgado  Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad, dentro del proceso Ordinario de Responsabilidad Civil Extracontractual promovido por los señores Sofía Ramos Caamaño, José Domingo Acuña Ramos y Rosario Elena Ramos contra  la empresa Electrificadora del Caribe S.A. ES.P, en adelante “Electricaribe”.
II. ANTECEDENTES
2.1. La Demanda

Por conducto de apoderado judicial, los citados señores formularon demanda contra la empresa mencionada para que en sentencia se le declare civilmente responsable de los perjuicios que les causó la muerte de quien en vida respondía al nombre de Miguel Ángel Ramos Caamaño, al sufrir eletrocutamiento “por haber violado el reglamento técnico de instalaciones eléctricas (RETIE) expedido por el Ministerio de Minas y Energía, sobre las distancias mínimas de seguridad de instalaciones eléctricas en zonas con construcciones”.

Piden como consecuencia de la anterior declaración se le condene a pagar a favor de Sofía Ramos Caamaño el   daño emergente y lucro cesante que ese hecho le irrogó, por concepto de este último rubro la suma de $34.058.701, así como los perjuicios morales “que ascienden a la suma de $461.500.000.oo para cada uno hasta la presente”, más las costas del proceso. El soporte fáctico de las precitadas reclamaciones se planteó así:
Miguel Ángel Ramos falleció el día 03 de agosto de 2008 en la clínica Cardiovscular de Colombia, siendo la causa de su muerte  según el informe de necropsia del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses  un “shock séptico de origen dermatológico por el gran compromiso de la quemadura en la superficie corporal debido a electrocución y del examen interno se evidenció quemaduras en superficie corporal de II y II grado infectadas, fasciotomía de miembro inferior izquierdo, síndrome compartimental y heridas en cuello cabelludo región frontal y parietal derecha. Al examen interno de cráneo se observó hematoma subgaleal, edema cerebral y al examen interno del tórax hallazgos pulmonares compatibles con bronconeumonía e hidrotórax bilateral”, lo anterior fue producto de una descarga eléctrica de alto voltaje  ocurrida el día 26 de julio de 2008, “cuando se encontraba realizando en su oficio de albañilería, arreglos locativos en el techo del segundo piso del inmueble ubicado en la transversal 9B No. 33-114 de la Urbanización Alejandrina”. 
Agregó que los cables de alta tensión de propiedad de la demandada pasaban a una distancia de 80 cm por encima del techo del inmueble reseñado, “desde el borde del techo en forma vertical hasta la ubicación del cable”, por lo que el finado Miguel Ángel Ramos fue atraído por la fuerza electromagnética del cable  produciéndose el accidente. También acotó que la encausada es responsable civilmente de lo ocurrido porque violó el RETIE establecido en el artículo 13.1 de la  Resolución No 18-1294 de agosto 06 de 2008 del Ministerio  de Minas y Energía que contempla 3.8 metros como distancia mínima de seguridad en zonas con construcción.  

Para finalizar, acotan que el fallecimiento de Ramos Caamaño ha causado en su señora madre Sofía Ramos Caamaño y en sus hermanos José Domingo Acuña Ramos y Rosario Elena Ramos depresión, dolor y congoja, porque aquél era buen hijo y hermano, además su progenitora dependía económicamente de él.
2.2. Actuación Procesal 

La demanda fue admitida mediante auto del 29 de octubre de 2009, y una vez notificada del proveído que así lo dispuso, la empresa de energía dio respuesta en la que manifestó no constarle la mayoría de los hechos, oponiéndose a todas y cada una de las pretensiones de los actores; para tal fin  formuló las excepciones de mérito que denominó: “Rompimiento del Nexo Causal por el hecho propio o hecho de la víctima”, “Rompimiento del nexo causal por el hecho de un tercero”, “Indebida estimación de las pretensiones de la demanda que generan un enriquecimiento sin causa” y la genérica. El primer medio de  defensa lo hizo descansar  en que la víctima fue la única culpable del daño que sufrió, toda vez que por su oficio de albañil era conocedor de los riesgos que genera la actividad de la construcción  y se expuso al peligro al acercarse a las redes eléctricas de energía sin protección de su propia integridad física; al segundo le añadió la culpa del propietario del inmueble donde se hacían las reparaciones locativas por violación de los parámetros de distancias técnicas “a sabiendas del peligro que representaba la cercanía de las construcción a las redes, con lo cual agravo (sic) el riesgo y expuso imprudentemente al hoy occiso,..”; y la tercera por exceder los límites que por estos daños han reconocido las Altas Cortes. Mediante escrito separado llamó en garantía a los señores Álvaro Arregoces Cadena y Fanny Orellano Riataga, según su aserto porque son quienes figuran como propietarias del predio donde ocurrió el accidente de marras, llamamiento aceptado, sin que una vez notificados dieran contestación a éste ni a la demanda.
 Rituado el proceso, se concedió traslado para que las partes presentaran los alegatos de conclusión, derecho que fue ejercitado por los apoderados de  los litigantes; los del extremo activo pidieron se declarara la responsabilidad de su contradictora en virtud de que  quedó demostrado con los medios suasorios, en especial del informe pericial, el incumplimiento de la distancia que deben tener los cables de  alta tensión de conducción de energía con el borde de la vivienda; al tiempo que la pasiva solicitó sentencia absolutoria, pues según dijo de las pruebas se extrae que la empresa de energía no tuvo injerencia en el daño siendo “hecho de un tercero y culpa exclusiva de la víctima”.
2.3. Decisión de Instancia

La a quo profirió sentencia el 29 de agosto de 2012, donde declaró  a la demandada civil y extracontractualmente responsable de la muerte de Miguel Ángel Ramos Caamaño, y la condenó a pagar los perjuicios morales que halló generados en las cuantías allí señaladas, al tiempo que desestimó los perjuicios materiales por no haberse demostrado la dependencia económica de los actores frente al occiso citado, negó las pretensiones de la accionada frente a los llamados en garantía, y la condenó al pago de las costas procesales a favor de los demandantes.

2.4. La Impugnación

El fallo fue impugnado oportunamente por ambas partes,  alzada que la a quo concedió en el efecto suspensivo y, en consecuencia, ordenó el envío del proceso a esta sede.
2.5. Actuación surtida en Segunda Instancia

Llegado el expediente a la Corporación  se admitió la apelación que interpusieron los extremos del litigio, quienes intervinieron por conducto de  sus apoderados; el de la accionante muestra su inconformidad por haberse  absuelto a su contraparte del pago de perjuicios materiales, alude a que de los hechos de la demanda “se desprende  que quien dependía económicamente del finado MIGUEL ÁNGEL RAMOS CAAMAÑO era la señora SOFÍA RAMOS CAAMAÑO, y no los señores ROSARIO ELENA RAMOS Y JOSE DOMINGO ACUÑA RAMOS, por lo que esta es una afirmación indefinida que no necesita de pruebas, tal como lo establece el inciso 2º del Art. 177 del C.P.C…”. Agregó que si en gracia de discusión se aceptara que no se demostró la dependencia económica de la citada señora de su hijo muerto, la juez debió aplicar el principio de equidad, estimando el lucro cesante de acuerdo a los criterios indicados por los auxiliares del derecho y los demás elementos  de juicio obrantes en el proceso. 
De su parte, la procuradora judicial de la demandada censura el fallo porque según su sentir no se demostró la causa real del accidente “y bien podría señalarse que con ocasión de la cercanía del predio a las líneas eléctricas, la víctima en su proceder hizo contracto causando su muerte,..”, agregó que no se acreditó que su defendida fue quien causó el daño, apreciándose “AUSENCIA DE CULPA de mi representada. Además critica la decisión porque  tuvo por probado el daño moral partiendo de presunciones venero del parentesco existente entre la víctima directa y los accionantes sin que éstos demostraran  “…circunstancias reales sobre las cuales pueda deducirse los profundos sentimientos de afecto que han sido perturbados a los familiares del hoy occiso (q.e.p.d), siendo presumidas por el despacho y en consecuencia resolviendo a indemnizar los perjuicios morales de quienes no lo acreditan en su afectación como la jurisprudencia hace hincapié”
Agotado el procedimiento  se procede a decidir de mérito la alzada  al no advertir  vicio de nulidad y dado que los presupuestos procesales confluyen.

III. CONSIDERACIONES

3.1. El debate se centra en el establecimiento de la responsabilidad civil extracontractual, dada  la acción personal que impetran los demandantes, y no la hereditaria transmitida por  el fallecido citado, toda vez que, pretenden se le condene a la demandada por los perjuicios propios producidos con ocasión de su muerte; su señora madre en consideración a su  dependía  económica del causante, además del daño moral sufrido por su deceso, y sus hermanos sólo reclaman el reconocimiento de éste.

 El hecho que  produjo la muerte de Miguel Ángel Ramos Caamaño atañe a la actividad peligrosa de electricidad, regulándose  bajo el soporte jurídico del artículo 2356 del Código Civil, que dispone que  la víctima para salir avante en sus pretensiones sólo debe demostrar que el perjuicio se derivó de una actividad peligrosa y la relación de causalidad; a su vez, el responsable de ésta no puede exonerarse probando que observó una conducta diligente, y para poder liberarse de la obligación de reparar los perjuicios debe   romper el vínculo de causalidad, acreditando una causa extraña, como es, la fuerza mayor, el caso fortuito, la participación exclusiva de un tercero o de la víctima. 

3.2. De la legitimación en Causa

El extremo activo está integrado por Sofía Ramos Caamaño, Rosario Elena Ramos y José Acuña Ramos los cuales demostraron legitimación para incoar la acción,  en  su condición de madre y hermanos del causante Miguel Ángel Ramos Caamaño, pues al dossier arrimaron copias auténticas de los registros civiles de nacimiento que acreditan dicho parentesco.

También por el lado pasivo, se encuentra acreditada la legitimación en la causa de Electricaribe S.A. en su condición de prestadora, distribuidora y comercializadora del servicio público  de energía eléctrica. 
3.3. Problema Planteado

El punto de discusión tiene sustento fáctico, y consiste en establecer si el material probatorio demostró que la empresa de energía debe ser absuelta de responsabilidad en virtud de que la causa única  del óbito  fue por  culpa exclusiva de la víctima directa, o de ésta y un tercero; o si por el contrario, aquella no logró demostrar ese elemento extraño, venero único o exclusivo del daño, y entonces, amerita confirmación la sentencia que la encontró responsable de los daños morales sufridos por los demandantes y le ordenó resarcirlos, o si le asiste razón a la demandada en el sentido que no se establecieron éstos, y por tanto debe exonerársele de dicha condena, quedando por revisar si se demostraron los perjuicios patrimoniales que reclama Sofía Ramos Caamaño, y entonces,  hay lugar a la corrección de la sentencia a fin de reconocerlos.

3.4. Análisis de los medios de prueba

En el anterior orden de ideas, la Sala se pronunciará delanteramente sobre el recurso de alzada propuesto por el extremo pasivo, en virtud de que en primer lugar persigue la revocatoria de la sentencia en su integridad, y seguidamente, de no prosperar dicha petición,  entrará a resolver sobre la procedencia de rectificar los daños reclamados y la cuantía de éstos.

 Huelga decir, que no es objeto de discusión la muerte de Miguel Ángel Ramos Caamaño ocurrida el 03 de agosto  de 2008 a las 9:20 de la mañana  en esta ciudad, y que la causa del deceso fue por electrocución como consecuencia de la descarga eléctrica que sufrió en hechos acaecidos el 26 de julio de ese año, cuando se encontraba realizando reparaciones en el patio de una casa situada en la transversal 9B No 33.114 del barrio Villa Alejandría,  y subió al techo de dicho inmueble, donde fue alcanzado por unos cables de alta tensión que pasan por encima de ella.

De los hechos anteriores da fe el material probatorio consistente en el registro civil  de  defunción del occiso
, la inspección técnica realizada al cadáver por la policía judicial
.

También da cuenta del accidente la diligencia practicada el 02 de mayo de 2011 por el Juzgado al inmueble donde realizaba trabajos de albañilería el señor Miguel Ángel al momento del insuceso, donde consta que la casa es de dos plantas con escalera externa y un local comercial en la parte frontal,  que el predio hace esquina con la diagonal 33, donde se encuentra un poste que tiene un transformador el cual sostiene la línea media de tensión que alimenta ese sector,  que frente a éste hay “otro poste que mantienen (sic) unas líneas que van hacer un ramal que termina en otro poste”, que éstos se encuentran levantados en una línea alta en relación con los postes de estructura mediana que antes existían en esta ciudad, “no obstante ello se observa que sin son dos línea (sic) de media tensión lo que estructura el ramal, no es menos cierto que una de ellas está levantada dentro del predio en su área horizontal haciendo un espacio de la estructura más alta del inmueble que se encuentra sobre la diagonal 33, 2.00 metros de alto 1.5 de separación. Así mismo se observa que las líneas en esa área no tienen separadores con aisladores como se observa en algunas otras redes de Santa Marta”
.
De su lado, el dictamen pericial concluye que “tanto la situación observada el día 26 de Julio de 2008, como la observada el día del Peritazgo presentaban y siguen presentando, un alto nivel de RIESGO Y PELIGRO DE DESCARGAS ELÉCTRICAS, que podrían conducir a DAÑOS A LAS PERSONAS, PROPIEDAD, MEDIO AMBIENTE, ETC.”

El auxiliar de justicia, de profesión ingeniero electricista arribó a esa conclusión teniendo como soporte el examen al inmueble y sus alrededores, y las fotos que reposan en el expediente, que demuestran que el tramo de Red Bifásica de Media Tensión (13.200 Voltios en fases) no cumplía para la fecha del accidente ni al momento de inspeccionar el sitio con las normas técnicas de instalaciones eléctricas –RETIE- ni las de la empresa de energía  demandada, respecto a la distancia que las líneas eléctricas debe guardar en relación con la altura de la vivienda.
Dictamen pericial que está a tono con las fotografías tomadas en el  sitio donde ocurrió el  siniestro ese mismo día, donde se observa que las líneas de alta tensión invaden el área de la vivienda y que se localizan a dos metros de altura sobre el predio, e incluso en la parte frontal de éste no alcanza a esa distancia, como bien lo explica el experto en su informe.

Las anteriores probanzas acompasan con  lo expuesto por el señor Franky Heli Perea Daza, quien dijo haber contratado al causante Miguel Ángel Ramos para colocar una teja ajover transparente en un patio interno de su casa, y cuando estaba instalándola sintieron un estropicio porque el occiso fue atraído por una descarga eléctrica proveniente de unos cables de más de trece mil voltios que “absorve cualquier cuerpo, mas si es una persona eso supongo que son las causas que ocasionaron el siniestro, ya que el señor MIGUEL RAMOS presentaba quemaduras de tercer grado que le entro (sic) por una parte del cuerpo y salio por la pierna izquierda”. Agregó que Miguel Ángel quedó tirado en el techo, que él no presenció el accidente,  que unos vecinos lo ayudaron a bajarlo y  llevarlo a un centro médico donde murió a los ocho días, dijo que el incidente ocurrió el 26 de julio de 2008. También sostuvo que los cables de alta tensión tenían una distancia aproximada del techo de su casa de 80 a 90 centímetros, que se le había dado a conocer a Electricaribe que las líneas de electricidad no  guardaban las especificaciones apropiadas y había hecho caso omiso, que un día de lluvia hubo un corto y quemó todos los electrodomésticos en una casa vecina, que anteriormente había muerto un joven que se electrocutó cogiendo mangos, y después de un año de acontecido el siniestro en que murió Miguel Ángel, Electricaribe trasladó las líneas pero una quedó dentro del predio de Maria Elena Correa, y las otras aún no tienen las especificaciones exigidas por el Ministerio de Minas.  

Así las cosas, no queda duda de que los elementos de juicio permiten sostener que la muerte de Miguel Ángel Ramos se produjo como consecuencia de la electrocución al recibir una descarga generada por una línea bifásica de 13.200 voltios, destacándose el dictamen pericial por apreciarse serio, completo, bien fundamentado y elaborado por una persona especialista en el tema, por lo que amerita ser valorado, además, de que de las circunstancias en las que ocurrió la tragedia y la causa de ella da fe la prueba documental examinada y lo dicho por el testigo que estaba presente al momento del acaecimiento de los hechos, los que expuso de manera coherente, seria y responsiva, llevando a la convicción de este Colegiado de que así sucedieron.
Ahora, de cara a la Resolución No 18 0466 del 2 de abril de 2007 del Ministerio de Minas y Energía por la cual se modifica el RETIE contenido en el anexo general  de la Resolución 18 0398 del 7 de abril de 2004, que a su vez fue reformado y aclarado por Resoluciones 18 0498 del 27 de abril y 18 1419 del 1 de noviembre, ambos  de 2005, se extrae que del techo a la línea de cable de  conducción de energía debe haber una distancia mínima de 3,80 metros, de donde es palmario que  en el caso objeto de examen no se cumplió con ese límite habida cuenta que la distancia no superaba los dos metros, en consecuencia,  la empresa de servicio de energía demandada como operador de la red en el sitio del accidente omitió el cumplimiento de su deber de vigilancia para que  las redes de conducción de energía guardaran las distancias de seguridad en zonas de construcción, particularmente, en el sector donde se encuentra la casa a que alude la demanda, dejando de ver la magnitud de la peligrosidad de la electricidad, razón por la que su actividad se califica como altamente peligrosa, en consecuencia, era su obligación aminorar los riesgos  en la producción, conducción y manejo de la energía, no obstante, si a pesar de su conducta reprochable demuestra que  la generación del daño se produjo por causa que no le es imputable, debe exonerarse de responsabilidad.
Así lo ha sostenido la jurisprudencia “...en cuanto hace a la prueba de la culpa del demandado, es la aludida actividad, por efecto de la naturaleza peligrosa que le es propia, una de aquellas en que opera la consecuencia probatoria práctica de hacer comparecer a dicho demandado en situación de culpabilidad presunta, de forma tal que le basta al actor demostrar que el perjuicio se causó por motivo de la generación, transformación, transmisión y distribución de energía eléctrica, para que el responsable de estos quehaceres – en el concepto del autor, dueño, empresario o explotador-  quede bajo el peso de la ameritada presunción legal, presunción de cuyo efecto indemnizatorio no puede liberarse del todo sino en tanto pruebe el concurso exclusivo de una causa extraña...”
.

Y en otra providencia sostuvo:

“La causalidad basta para tener por establecida la culpa en aquellos casos en que, atendida la naturaleza propia de la actividad y las circunstancias precisas en que el hecho dañoso se realizó, la razón natural permite imputar este último a la incuria o imprudencia de la persona de quien se demanda la reparación, e inútil será por lo tanto, que este último, guardián de la actividad y demandado en el proceso, intente establecer que observó la diligencia debida; su defensa, entonces, no puede plantearse con éxito en el terreno de la culpabilidad sino en el de la causalidad, rindiendo la prueba de la causa extraña del perjuicio, originada en el caso fortuito o en la fuerza mayor, en el hecho de la víctima o en el hecho de un tercero (…)”
. 

Y en efecto, pretende la demandada que se le exima de responsabilidad bajo la premisa de que fue la víctima directa del daño quien lo causó o que la culpa le es imputable a ésta y a un tercero, y  para tal fin solicitó escuchar en declaración a Jhon Jairo Londoño Ortiz, quien manifestó ser ingeniero eléctrico y trabajar en Electricaribe, y sostuvo que la entidad encargada de velar porque los ciudadanos cumplan con el plan de ordenamiento territorial en lo que tiene que ver con la distribución y el uso de la energía eléctrica es planeación municipal porque aquella no hace extensión de redes ni electrifica nuevas urbanizaciones que eso es responsabilidad de las alcaldías y de las constructoras, empero, reconoció que existen distancias de seguridad establecidas en el RETIE, que si son violadas pueden lesionar o incluso causar la muerte; y se itera, en el sitio en que ocurrió la tragedia para esa data no se guardaba la distancia de seguridad  entre el techo de la residencia y el cable, establecida en el aludido reglamento, siendo deber de la accionada revisar e inspeccionar que las instalaciones eléctricas cumplan lo allí dispuesto, al punto que el artículo 39 de esa normativa le impone como deber informar sobre dicha seguridad al usuario.
De lo anterior se colige que la responsabilidad acá deducida tiene razón de ser en la abstención u omisión en que incurrió la demandada. Sobre la configuración de la culpa por omisión tiene dicho la jurisprudencia:

“Importa tener presente que la responsabilidad civil puede deducirse —o emerger— no sólo a partir de una típica acción (facere), sino también de una omisión (non facere), como quiera que ésta no sólo puede originarse a raíz de la materialización de actuaciones o conductas positivas, sino igualmente por conductas omisivas, hijas de la abstención, de la evitación o de la inercia comportamental, aspecto este denominado en la esfera jusprivatista, como “culpa negativa”, o “culpa por abstención”, o “negligencia por omisión”, o culpa in omittendo, etc., sobre el que la doctrina contemporánea, en prueba de su valía y del interés jurídico que a su alrededor gravita, ha prohijado varios criterios, con el fin de determinar cuándo la omisión o abstención de una persona (natural o jurídica), puede hacerla o tornarla responsable y, por ende, obligada a resarcir o reparar el perjuicio irrogado, tanto de orden patrimonial, como extrapatrimonial, según sea el caso. 

"(...) Desde esta perspectiva, stricto sensu, resulta pertinente y, por contera aconsejable, escindir la simple omisión (pasividad o inercia pura), de la llamada “omisión en la acción”, que entraña un mayor y solidario compromiso o grado de exigencia, en lo tocante con la conducta esperada —o si se prefiere debida, o normalmente exigible, en sentido amplio: debitum iuris—, v.gr. tratándose de un profesional (plus), quien no puede actuar, mutatis mutandis, como un mero, indolente e indiferente espectador. Al fin y al cabo, está conminado a desplegar una conducta responsable, acorde con el servicio a su cargo, por manera que si su inactividad, en el ámbito causal, se traduce en el factor determinante o percutor del perjuicio ulteriormente experimentado (posterius), estará llamado a responder, en línea de principio, salvo que se acredite la presencia o convergencia de una causa extraña, laborío en el que el juez ocupará un rol cualificado (prognósis póstuma).

“Así las cosas, si las actividades relacionadas con la conducción, provisión y suministro de energía eléctrica, como antes se señaló, son en “sumo grado” peligrosas —con lo que ello entraña en el ámbito jurídico— y, “Es de elemental prudencia en una empresa de energía eléctrica, siquiera para prestar el servicio regularmente, establecer permanente y esmerada vigilancia sobre los alambres conductores", ya que sin esa atención “…se está en constante posibilidad de causar daños y, en consecuencia, en la obligación de repararlos, por efecto de error de conducta” (Se subraya, XCIX, págs. 124, 125), no puede ponerse en duda que en desarrollo de su actividad, la demandada incurrió en una indiscutible omisión (omisión en la acción), de suyo relevante y comprometedora, justamente por no haber elevado, pudiendo y debiendo haberlo hecho, las redes de transmisión de energía eléctrica que se encontraban descolgadas —o corregido de alguna manera esta problemática—, así como reparado el poste que amenazaba ruina y fijado ciertas y estratégicas señales, hechos de los que tuvo conocimiento —o debió haberlo tenido por su mencionada actividad— días antes del accidente y que la obligaban —como profesional especializado en el manejo de tales elementos— a actuar en forma célere, solícita, responsable y diligente, máxime cuando ellas atravesaban un río navegable, que supone su empleo por la comunidad, específicamente la riberana…”

En suma se extrae del examen probatorio, apreciado de manera individual y en conjunto,  que la responsable del hecho dañoso fue la empresa de energía demandada porque éste se generó por  la actividad peligrosa que  desarrolla,  sin que sea suficiente para liberarse de ella aducir que en el sub lite se aprecia “AUSENCIA DE CULPA” en virtud de que ésta se presume, teniendo la obligación si quería que se le  exonerara de acreditar  que el daño tuvo lugar por una causa extraña, deber que no cumplió. 

 Se pasa a examinar si la demandante Sofía Ramos Caamaño tenía derecho a que le fuera reconocido el perjuicio por  lucro cesante que reclamó en el libelo incoatorio, y que le fue negado en la sentencia por no haberse demostrado la dependencia económica de su hijo Miguel Ángel Ramos,  censura esa decisión, porque según su opinión, su dicho constituye una afirmación indefinida que a voces el artículo 177 del estatuto de los ritos civiles está exenta de prueba.
La queja de la recurrente no tiene asidero jurídico porque desconoce que el daño es un presupuesto de la responsabilidad cuya  acreditación está a cargo del demandante, a quien  le incumbe demostrar el agravio que se le causó, y como quiera que éste se reclama en la modalidad de  lucro cesante, era imperioso para su reconocimiento que se estableciera el perjuicio causado a su  patrimonio económico valiéndose de cualesquiera de los medios de prueba establecidos en la ley adjetiva civil, sin que su mero aserto le sirva para prescindirse de ésta y tener por ciertos los supuestos de la demanda, pues dicho aspecto no se disciplina por el canon citado habida consideración que son hechos susceptibles de ser probados. Esta ha sido  posición pacífica de vieja data tanto por la doctrina como por la jurisprudencia. Al respecto tiene dicho el tratadista Javier Tamayo Jaramillo:

“Como principio general, la víctima debe demostrar que el demandado le produjo un daño. Esa prueba se descompone en dos instancias: demostración de la existencia del daño (subsec. I) y demostración de su cuantía (subsec. II).

SUBSECCIÓN I. – Prueba de la existencia del daño

633.- PRINCIPIO GENERAL

Salvo las excepciones que veremos (supra, T, 637), podemos sentar el postulado de que la víctima debe demostrar la existencia del perjuicio del cual reclama la indemnización. La equidad, como instrumento para cuantificar monetariamente la indemnización (supra, T. II, 649 y ss.), es inservible en cuanto a la existencia del perjuicio, que debe ser establecida por cualquiera de los medios probatorios legales.”

 Como colofón de lo esgrimido, se confirmará la sentencia en cuanto negó a la demandante Sofía Ramos Caamaño derecho a  indemnización por lucro cesante. 
Resta por examinar la condena impuesta a la demandada de  resarcir los perjuicios morales causados a los demandantes, pues, estima aquella que ese daño no se puede presumir por simples lazos de consanguinidad, y los libelistas no demostraron la afectación profunda que les causó la muerte de quien en vida fuera Miguel Ángel Ramos. 

Antes de determinar si le asiste razón a los recurrentes en su pretensión de incrementar el valor de este daño, conviene recordar lo que ha dicho la jurisprudencia de la Alta Corporación en cita frente a este perjuicio y la forma de tasarlo.

“En el empeño de encarar directamente el asunto, la Sala precisa que, para la valoración del quantum del daño moral en materia civil, estima apropiada la determinación de su cuantía en  el marco fáctico de circunstancias,  condiciones de modo, tiempo y lugar de los hechos,  situación o posición de la víctima y de los perjudicados,  intensidad de la lesión a los sentimientos, dolor, aflicción o pesadumbre y demás factores incidentes conforme al arbitrio judicial ponderado del fallador.

Por consiguiente, la Corte itera que la reparación del daño causado y todo el daño causado, cualquiera sea su naturaleza, patrimonial o no patrimonial, es un derecho legítimo de la víctima y en  asuntos civiles, la determinación del monto del daño moral como un valor correspondiente a su entidad o magnitud, es cuestión deferida al prudente arbitrio del juzgador según las circunstancias propias del caso concreto y los elementos de convicción.

Al respecto, “[d]entro de cualquier proceso que se surta ante la Administración de Justicia, la valoración de daños irrogados a las personas y a las cosas, atenderá los principios de reparación integral  y equidad y observará los criterios técnicos actuariales” (artículo 16 de la Ley 446 de 1998; cas.civ. sentencias de 3 de septiembre de 1991, 5 de noviembre de 1998 y 1º de abril de 2003), es decir, se consagra el resarcimiento de todos los daños causados, sean patrimoniales, ora extrapatrimoniales, aplicando la equidad que no equivale a arbitrariedad ni permite “valoraciones manifiestamente exorbitantes o, al contrario inicuas y desproporcionadas en relación con los perjuicios sufridos” (Flavio Peccenini, La liquidazione del danno morale, in Monateri, Bona, Oliva, Peccenini, Tullini, Il danno alla persona, Torino, 2000, Tomo I, 108 ss), 

Por lo anterior, consultando la función de monofilaquia, hermenéutica y unificadora del ordenamiento que caracteriza a la jurisprudencia, la Sala periódicamente ha señalado al efecto unas sumas orientadoras del juzgador, no a título de imposición sino de referentes  (cas.civ. sentencia de 28 de febrero de 1990, G.J. No. 2439, pp. 79 ss; así en sentencia sustitutiva de 20 de enero de 2009, exp. 170013103005 1993 00215 01, reconoció por daño moral, cuarenta millones de pesos).

 Para concluir, en preservación de la integridad del sujeto de derecho, el resarcimiento del daño moral no es un  regalo u obsequio gracioso, tiene por causa el quebranto de intereses protegidos por el ordenamiento, debe repararse in casu con sujeción a los elementos de convicción y las particularidades de la situación litigiosa según el ponderado arbitrio iudicis, sin perjuicio de los criterios orientadores de la jurisprudencia, en procura de una verdadera, justa, recta y eficiente impartición de justicia, derrotero y compromiso ineludible de todo juzgador”
.

Es preciso aclarar que a pesar de que  al dossier no se trajeron elementos de juicio que permitan colegir que los demandantes sufrieron dolor  y en qué grado por la muerte de quien fuera  su hijo y hermano
; las reglas de la experiencia permiten inferir que su deceso produjo esa clase de sentimientos, máxime si quien manifiesta padecer esa aflicción es su progenitora; lo anterior sumado a las circunstancias trágicas que rodearon la escena de la muerte de Miguel Ángel Ramos, quien era una persona útil a la sociedad, pues, se desempeñaba en el oficio de albañilería  y apenas contaba con cuarenta y cuatro años, de donde se concluye que la decisión de la juez de condenar por daño moral  se encuentra ajustada a derecho y también luce acertado el monto fijado para cada uno de los actores, por lo tanto amerita confirmación la sentencia.
  Sin costas en esta instancia en razón de que ambas partes apelaron la decisión sin lograr éxito en sus pretensiones, pues ésta se mantiene incólume. 
IV. DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santa Marta, en Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,  CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado  Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad el 29 de agosto de 2012 dentro del proceso Ordinario de Responsabilidad Civil Extracontractual promovido por los señores Sofía Ramos Caamaño, José Domingo Acuña Ramos y Rosario Elena Ramos contra  la empresa Electrificadora del Caribe S.A. ES.P, “Electricaribe”.

Sin   costas en esta  sede por lo dicho en la motiva.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE

Los Magistrados, 

MARTHA ISABEL MERCADO RODRÍGUEZ

ALBERTO DE JESUS RODRÍGUEZ AKLE

TULIA CRISTINA ROJAS ASMAR
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